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La Ley orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres 
TÍTULO PRELIMINAR Objeto y ámbito de la Ley 
Artículo 1. Objeto de la Ley. 

1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y deberes. Esta Ley tiene 
por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en 
particular mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o 
condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, civil, laboral, 
económica, social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una 
sociedad más democrática, más justa y más solidaria. 

2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos y deberes 
de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y 
corregir en los sectores público y privado, toda forma de discriminación por razón de sexo. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

1. Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la prohibición 
de discriminación por razón de sexo. 

2. Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona, física o jurídica, que se 
encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia. 

TÍTULO I El principio de igualdad y la tutela contra la 
discriminación 
Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa 
o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones 
familiares y el estado civil. 

Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las 
normas. 

La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del 
ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas 
jurídicas. 
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Artículo 5. Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y 
en la promoción profesionales, y en las condiciones de trabajo. 

El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, aplicable en el ámbito del 
empleo privado y en el del empleo público, se garantizará, en los términos previstos en la normativa aplicable, 
en el acceso al empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación profesional, en la promoción 
profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de despido, y en la afiliación y 
participación en las organizaciones sindicales y empresariales, o en cualquier organización cuyos miembros 
ejerzan una profesión concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las mismas. 

No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación necesaria, una diferencia de trato 
basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades 
profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito 
profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado. 

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta. 

1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que 
sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación 
comparable. 

2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una disposición, criterio o 
práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas 
del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una 
finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados. 

3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, directa o indirectamente, por 
razón de sexo. 

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo. 

1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso sexual cualquier 
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar 
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u 
ofensivo. 

2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una 
persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, 
degradante u ofensivo. 

3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo. 

4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación 
constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por 
razón de sexo. 

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad. 

Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato desfavorable a las mujeres relacionado con el 
embarazo o la maternidad. 
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Artículo 9. Indemnidad frente a represalias. 

También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso o efecto negativo que se 
produzca en una persona como consecuencia de la presentación por su parte de queja, reclamación, 
denuncia, demanda o recurso, de cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el 
cumplimiento efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias. 

Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de sexo 
se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o 
indemnizaciones que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a 
través de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realización de conductas 
discriminatorias. 

Artículo 11. Acciones positivas. 

1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Poderes Públicos adoptarán 
medidas específicas en favor de las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho 
respecto de los hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán 
de ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso. 

2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas en los términos 
establecidos en la presente Ley. 

Artículo 12. Tutela judicial efectiva. 

1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y 
hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras la terminación de 
la relación en la que supuestamente se ha producido la discriminación. 

2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y contencioso-administrativos 
que versen sobre la defensa de este derecho corresponden a las personas físicas y jurídicas con interés 
legítimo, determinadas en las Leyes reguladoras de estos procesos. 

3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso por razón de sexo. 

Artículo 13. Prueba. 

1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la parte 
actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponderá a la persona 
demandada probar la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad. 

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia de parte, podrá recabar, si 
lo estimase útil y pertinente, informe o dictamen de los organismos públicos competentes. 

2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos penales. 
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TÍTULO II Políticas públicas para la igualdad 
CAPÍTULO I Principios generales 
Artículo 14. Criterios generales de actuación de los Poderes Públicos. 

A los fines de esta Ley, serán criterios generales de actuación de los Poderes Públicos: 

1. El compromiso con la efectividad del derecho constitucional de igualdad entre mujeres y hombres. 

2. La integración del principio de igualdad de trato y de oportunidades en el conjunto de las políticas 
económica, laboral, social, cultural y artística, con el fin de evitar la segregación laboral y eliminar las 
diferencias retributivas, así como potenciar el crecimiento del empresariado femenino en todos los ámbitos 
que abarque el conjunto de políticas y el valor del trabajo de las mujeres, incluido el doméstico. 

3. La colaboración y cooperación entre las distintas Administraciones públicas en la aplicación del principio 
de igualdad de trato y de oportunidades. 

4. La participación equilibrada de mujeres y hombres en las candidaturas electorales y en la toma de 
decisiones. 

5. La adopción de las medidas necesarias para la erradicación de la violencia de género, la violencia familiar 
y todas las formas de acoso sexual y acoso por razón de sexo. 

6. La consideración de las singulares dificultades en que se encuentran las mujeres de colectivos de especial 
vulnerabilidad como son las que pertenecen a minorías, las mujeres migrantes, las niñas, las mujeres con 
discapacidad, las mujeres mayores, las mujeres viudas y las mujeres víctimas de violencia de género, para las 
cuales los poderes públicos podrán adoptar, igualmente, medidas de acción positiva. 

7. La protección de la maternidad, con especial atención a la asunción por la sociedad de los efectos derivados 
del embarazo, parto y lactancia. 

8. El establecimiento de medidas que aseguren la conciliación del trabajo y de la vida personal y familiar de 
las mujeres y los hombres, así como el fomento de la corresponsabilidad en las labores domésticas y en la 
atención a la familia. 

9. El fomento de instrumentos de colaboración entre las distintas Administraciones públicas y los agentes 
sociales, las asociaciones de mujeres y otras entidades privadas. 

10. El fomento de la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres en las relaciones entre 
particulares. 

11. La implantación de un lenguaje no sexista en el ámbito administrativo y su fomento en la totalidad de las 
relaciones sociales, culturales y artísticas. 

12. Todos los puntos considerados en este artículo se promoverán e integrarán de igual manera en la política 
española de cooperación internacional para el desarrollo. 

Artículo 15. Transversalidad del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

El principio de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres informará, con carácter 
transversal, la actuación de todos los Poderes Públicos. Las Administraciones públicas lo integrarán, de forma 
activa, en la adopción y ejecución de sus disposiciones normativas, en la definición y presupuestación de 
políticas públicas en todos los ámbitos y en el desarrollo del conjunto de todas sus actividades. 
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Artículo 16. Nombramientos realizados por los Poderes Públicos. 

Los Poderes Públicos procurarán atender al principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en los 
nombramientos y designaciones de los cargos de responsabilidad que les correspondan. 

Artículo 17. Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades. 

El Gobierno, en las materias que sean de la competencia del Estado, aprobará periódicamente un Plan 
Estratégico de Igualdad de Oportunidades, que incluirá medidas para alcanzar el objetivo de igualdad entre 
mujeres y hombres y eliminar la discriminación por razón de sexo. 

Artículo 18. Informe periódico. 

En los términos que reglamentariamente se determinen, el Gobierno elaborará un informe periódico sobre 
el conjunto de sus actuaciones en relación con la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y 
hombres. De este informe se dará cuenta a las Cortes Generales. 

Artículo 19. Informes de impacto de género. 

Los proyectos de disposiciones de carácter general y los planes de especial relevancia económica, social, 
cultural y artística que se sometan a la aprobación del Consejo de Ministros deberán incorporar un informe 
sobre su impacto por razón de género. 

Artículo 20. Adecuación de las estadísticas y estudios. 

Al objeto de hacer efectivas las disposiciones contenidas en esta Ley y que se garantice la integración de modo 
efectivo de la perspectiva de género en su actividad ordinaria, los poderes públicos, en la elaboración de sus 
estudios y estadísticas, deberán: 

a) Incluir sistemáticamente la variable de sexo en las estadísticas, encuestas y recogida de datos que lleven a 
cabo. 

b) Establecer e incluir en las operaciones estadísticas nuevos indicadores que posibiliten un mejor 
conocimiento de las diferencias en los valores, roles, situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades de 
mujeres y hombres, su manifestación e interacción en la realidad que se vaya a analizar. 

c) Diseñar e introducir los indicadores y mecanismos necesarios que permitan el conocimiento de la 
incidencia de otras variables cuya concurrencia resulta generadora de situaciones de discriminación múltiple 
en los diferentes ámbitos de intervención. 

d) Realizar muestras lo suficientemente amplias como para que las diversas variables incluidas puedan ser 
explotadas y analizadas en función de la variable de sexo. 

e) Explotar los datos de que disponen de modo que se puedan conocer las diferentes situaciones, 
condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de intervención. 

f) Revisar y, en su caso, adecuar las definiciones estadísticas existentes con objeto de contribuir al 
reconocimiento y valoración del trabajo de las mujeres y evitar la estereotipación negativa de determinados 
colectivos de mujeres 

Sólo excepcionalmente, y mediante informe motivado y aprobado por el órgano competente, podrá 
justificarse el incumplimiento de alguna de las obligaciones anteriormente especificadas. 
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Artículo 21. Colaboración entre las Administraciones públicas. 

1. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas cooperarán 
para integrar el derecho de igualdad entre mujeres y hombres en el ejercicio de sus respectivas competencias 
y, en especial, en sus actuaciones de planificación. En el seno de la Conferencia Sectorial de la Mujer podrán 
adoptarse planes y programas conjuntos de actuación con esta finalidad. 

2. Las Entidades Locales integrarán el derecho de igualdad en el ejercicio de sus competencias y colaborarán, 
a tal efecto, con el resto de las Administraciones públicas. 

Artículo 22. Acciones de planificación equitativa de los tiempos. 

Con el fin de avanzar hacia un reparto equitativo de los tiempos entre mujeres y hombres, las corporaciones 
locales podrán establecer Planes Municipales de organización del tiempo de la ciudad. Sin perjuicio de las 
competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado podrá prestar asistencia técnica para la elaboración 
de estos planes. 

CAPÍTULO II Acción administrativa para la igualdad 
Artículo 23. La educación para la igualdad de mujeres y hombres. 

El sistema educativo incluirá entre sus fines la educación en el respeto de los derechos y libertades 
fundamentales y en la igualdad de derechos y oportunidades entre mujeres y hombres. 

Asimismo, el sistema educativo incluirá, dentro de sus principios de calidad, la eliminación de los obstáculos 
que dificultan la igualdad efectiva entre mujeres y hombres y el fomento de la igualdad plena entre unas y 
otros. 

Artículo 24. Integración del principio de igualdad en la política de educación. 

1. Las Administraciones educativas garantizarán un igual derecho a la educación de mujeres y hombres a 
través de la integración activa, en los objetivos y en las actuaciones educativas, del principio de igualdad de 
trato, evitando que, por comportamientos sexistas o por los estereotipos sociales asociados, se produzcan 
desigualdades entre mujeres y hombres. 

2. Las Administraciones educativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, desarrollarán, con tal 
finalidad, las siguientes actuaciones: 

a) La atención especial en los currículos y en todas las etapas educativas al principio de igualdad entre mujeres 
y hombres. 

b) La eliminación y el rechazo de los comportamientos y contenidos sexistas y estereotipos que supongan 
discriminación entre mujeres y hombres, con especial consideración a ello en los libros de texto y materiales 
educativos. 

c) La integración del estudio y aplicación del principio de igualdad en los cursos y programas para la formación 
inicial y permanente del profesorado. 

d) La promoción de la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de control y de gobierno 
de los centros docentes. 
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e) La cooperación con el resto de las Administraciones educativas para el desarrollo de proyectos y programas 
dirigidos a fomentar el conocimiento y la difusión, entre las personas de la comunidad educativa, de los 
principios de coeducación y de igualdad efectiva entre mujeres y hombres. 

f) El establecimiento de medidas educativas destinadas al reconocimiento y enseñanza del papel de las 
mujeres en la Historia. 

Artículo 25. La igualdad en el ámbito de la educación superior. 

1. En el ámbito de la educación superior, las Administraciones públicas en el ejercicio de sus respectivas 
competencias fomentarán la enseñanza y la investigación sobre el significado y alcance de la igualdad entre 
mujeres y hombres. 

2. En particular, y con tal finalidad, las Administraciones públicas promoverán: 

a) La inclusión, en los planes de estudio en que proceda, de enseñanzas en materia de igualdad entre mujeres 
y hombres. 

b) La creación de postgrados específicos. 

c) La realización de estudios e investigaciones especializadas en la materia. 

Artículo 26. La igualdad en el ámbito de la creación y producción artística e intelectual. 

1. Las autoridades públicas, en el ámbito de sus competencias, velarán por hacer efectivo el principio de 
igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en todo lo concerniente a la creación y 
producción artística e intelectual y a la difusión de la misma. Los distintos organismos, agencias, entes y 
demás estructuras de las administraciones públicas que de modo directo o indirecto configuren el sistema de 
gestión cultural, desarrollarán las siguientes actuaciones: 

a) Adoptar iniciativas destinadas a favorecer la promoción específica de las mujeres en la cultura y a combatir 
su discriminación estructural y/o difusa. 

b) Políticas activas de ayuda a la creación y producción artística e intelectual de autoría femenina, traducidas 
en incentivos de naturaleza económica, con el objeto de crear las condiciones para que se produzca una 
efectiva igualdad de oportunidades. 

c) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en la oferta artística y cultural pública. 

d) Que se respete y se garantice la representación equilibrada en los distintos órganos consultivos, científicos 
y de decisión existentes en el organigrama artístico y cultural. 

e) Adoptar medidas de acción positiva a la creación y producción artística e intelectual de las mujeres, 
propiciando el intercambio cultural, intelectual y artístico, tanto nacional como internacional, y la suscripción 
de convenios con los organismos competentes. 

f) En general y al amparo del artículo 11 de la presente Ley, todas las acciones positivas necesarias para 
corregir las situaciones de desigualdad en la producción y creación intelectual artística y cultural de las 
mujeres. 
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Artículo 27. Integración del principio de igualdad en la política de salud. 

1. Las políticas, estrategias y programas de salud integrarán, en su formulación, desarrollo y evaluación, las 
distintas necesidades de mujeres y hombres y las medidas necesarias para abordarlas adecuadamente. 

2. Las Administraciones públicas garantizarán un igual derecho a la salud de las mujeres y hombres, a través 
de la integración activa, en los objetivos y en las actuaciones de la política de salud, del principio de igualdad 
de trato, evitando que por sus diferencias biológicas o por los estereotipos sociales asociados, se produzcan 
discriminaciones entre unas y otros. 

3. Las Administraciones públicas, a través de sus Servicios de Salud y de los órganos competentes en cada 
caso, desarrollarán, de acuerdo con el principio de igualdad de oportunidades, las siguientes actuaciones: 

a) La adopción sistemática, dentro de las acciones de educación sanitaria, de iniciativas destinadas a favorecer 
la promoción específica de la salud de las mujeres, así como a prevenir su discriminación. 

b) El fomento de la investigación científica que atienda las diferencias entre mujeres y hombres en relación 
con la protección de su salud, especialmente en lo referido a la accesibilidad y el esfuerzo diagnóstico y 
terapéutico, tanto en sus aspectos de ensayos clínicos como asistenciales. 

c) La consideración, dentro de la protección, promoción y mejora de la salud laboral, del acoso sexual y el 
acoso por razón de sexo. 

d) La integración del principio de igualdad en la formación del personal al servicio de las organizaciones 
sanitarias, garantizando en especial su capacidad para detectar y atender las situaciones de violencia de 
género. 

e) La presencia equilibrada de mujeres y hombres en los puestos directivos y de responsabilidad profesional 
del conjunto del Sistema Nacional de Salud. 

f) La obtención y el tratamiento desagregados por sexo, siempre que sea posible, de los datos contenidos en 
registros, encuestas, estadísticas u otros sistemas de información médica y sanitaria. 

Artículo 28. Sociedad de la Información. 

1. Todos los programas públicos de desarrollo de la Sociedad de la Información incorporarán la efectiva 
consideración del principio de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en su diseño y ejecución. 

2. El Gobierno promoverá la plena incorporación de las mujeres en la Sociedad de la Información mediante 
el desarrollo de programas específicos, en especial, en materia de acceso y formación en tecnologías de la 
información y de las comunicaciones, contemplando las de colectivos de riesgo de exclusión y del ámbito 
rural. 

3. El Gobierno promoverá los contenidos creados por mujeres en el ámbito de la Sociedad de la Información. 

4. En los proyectos del ámbito de las tecnologías de la información y la comunicación sufragados total o 
parcialmente con dinero público, se garantizará que su lenguaje y contenidos sean no sexistas. 

Artículo 29. Deportes. 

1. Todos los programas públicos de desarrollo del deporte incorporarán la efectiva consideración del principio 
de igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres en su diseño y ejecución. 



TEMARI PROCÉS 2025/P/FC/C4 - Personal administratiu 
BLOC I TEMA 5 

 

  Pàgina 9 de 22 

2. El Gobierno promoverá el deporte femenino y favorecerá la efectiva apertura de las disciplinas deportivas 
a las mujeres, mediante el desarrollo de programas específicos en todas las etapas de la vida y en todos los 
niveles, incluidos los de responsabilidad y decisión. 

Artículo 30. Desarrollo rural. 

1. A fin de hacer efectiva la igualdad entre mujeres y hombres en el sector agrario, el Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación y el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales desarrollarán la figura jurídica de la 
titularidad compartida, para que se reconozcan plenamente los derechos de las mujeres en el sector agrario, 
la correspondiente protección de la Seguridad Social, así como el reconocimiento de su trabajo. 

2. En las actuaciones encaminadas al desarrollo del medio rural, se incluirán acciones dirigidas a mejorar el 
nivel educativo y de formación de las mujeres, y especialmente las que favorezcan su incorporación al 
mercado de trabajo y a los órganos de dirección de empresas y asociaciones. 

3. Las Administraciones públicas promoverán nuevas actividades laborales que favorezcan el trabajo de las 
mujeres en el mundo rural. 

4. Las Administraciones públicas promoverán el desarrollo de una red de servicios sociales para atender a 
menores, mayores y dependientes como medida de conciliación de la vida laboral, familiar y personal de 
hombres y mujeres en mundo rural. 

5. Los poderes públicos fomentarán la igualdad de oportunidades en el acceso a las tecnologías de la 
información y la comunicación mediante el uso de políticas y actividades dirigidas a la mujer rural, y la 
aplicación de soluciones alternativas tecnológicas allá donde la extensión de estas tecnologías no sea posible. 

Artículo 31. Políticas urbanas, de ordenación territorial y vivienda. 

1. Las políticas y planes de las Administraciones públicas en materia de acceso a la vivienda incluirán medidas 
destinadas a hacer efectivo el principio de igualdad entre mujeres y hombres. 

Del mismo modo, las políticas urbanas y de ordenación del territorio tomarán en consideración las 
necesidades de los distintos grupos sociales y de los diversos tipos de estructuras familiares, y favorecerán el 
acceso en condiciones de igualdad a los distintos servicios e infraestructuras urbanas. 

2. El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, fomentará el acceso a la vivienda de las mujeres en 
situación de necesidad o en riesgo de exclusión, y de las que hayan sido víctimas de la violencia de género, 
en especial cuando, en ambos casos, tengan hijos menores exclusivamente a su cargo. 

3. Las Administraciones públicas tendrán en cuenta en el diseño de la ciudad, en las políticas urbanas, en la 
definición y ejecución del planeamiento urbanístico, la perspectiva de género, utilizando para ello, 
especialmente, mecanismos e instrumentos que fomenten y favorezcan la participación ciudadana y la 
transparencia. 

Artículo 32. Política española de cooperación para el desarrollo. 

1. Todas las políticas, planes, documentos de planificación estratégica, tanto sectorial como geográfica, y 
herramientas de programación operativa de la cooperación española para el desarrollo, incluirán el principio 
de igualdad entre mujeres y hombres como un elemento sustancial en su agenda de prioridades, y recibirán 
un tratamiento de prioridad transversal y específica en sus contenidos, contemplando medidas concretas 
para el seguimiento y la evaluación de logros para la igualdad efectiva en la cooperación española al 
desarrollo. 
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2. Además, se elaborará una Estrategia Sectorial de Igualdad entre mujeres y hombres para la cooperación 
española, que se actualizará periódicamente a partir de los logros y lecciones aprendidas en los procesos 
anteriores. 

3. La Administración española planteará un proceso progresivo, a medio plazo, de integración efectiva del 
principio de igualdad y del enfoque de género en desarrollo (GED), en todos los niveles de su gestión, que 
haga posible y efectiva la aplicación de la Estrategia Sectorial de Igualdad entre mujeres y hombres, que 
contemple actuaciones específicas para alcanzar la transversalidad en las actuaciones de la cooperación 
española, y la promoción de medidas de acción positiva que favorezcan cambios significativos en la 
implantación del principio de igualdad, tanto dentro de la Administración como en el mandato de desarrollo 
de la propia cooperación española. 

Artículo 33. Contratos de las Administraciones públicas. 

Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, a través de sus órganos de 
contratación y, en relación con la ejecución de los contratos que celebren, podrán establecer condiciones 
especiales con el fin de promover la igualdad entre mujeres y hombres en el mercado de trabajo, de acuerdo 
con lo establecido en la legislación de contratos del sector público. 

Artículo 34. Contratos de la Administración General del Estado. 

1. Anualmente, el Consejo de Ministros, a la vista de la evolución e impacto de las políticas de igualdad en el 
mercado laboral, determinará los contratos de la Administración General del Estado y de sus organismos 
públicos que obligatoriamente deberán incluir entre sus condiciones de ejecución medidas tendentes a 
promover la igualdad efectiva entre mujeres y hombres en el mercado de trabajo, conforme a lo previsto en 
la legislación de contratos del sector público. 

En el Acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrán establecerse, en su caso, las características de las 
condiciones que deban incluirse en los pliegos atendiendo a la naturaleza de los contratos y al sector de 
actividad donde se generen las prestaciones. 

2. Los órganos de contratación podrán establecer en los pliegos de cláusulas administrativas particulares la 
preferencia en la adjudicación de los contratos de las proposiciones presentadas por aquellas empresas que, 
en el momento de acreditar su solvencia técnica o profesional, cumplan con las directrices del apartado 
anterior, siempre que estas proposiciones igualen en sus términos a las más ventajosas desde el punto de 
vista de los criterios objetivos que sirvan de base a la adjudicación y respetando, en todo caso, la prelación 
establecida en el apartado primero de la disposición adicional octava del Texto Refundido de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio. 

Artículo 35. Subvenciones públicas. 

Las Administraciones públicas, en los planes estratégicos de subvenciones que adopten en el ejercicio de sus 
competencias, determinarán los ámbitos en que, por razón de la existencia de una situación de desigualdad 
de oportunidades entre mujeres y hombres, las bases reguladoras de las correspondientes subvenciones 
puedan incluir la valoración de actuaciones de efectiva consecución de la igualdad por parte de las entidades 
solicitantes. 

A estos efectos podrán valorarse, entre otras, las medidas de conciliación de la vida personal, laboral y 
familiar, de responsabilidad social de la empresa, o la obtención del distintivo empresarial en materia de 
igualdad regulado en el Capítulo IV del Título IV de la presente Ley. 
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La Ley orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, de medidas de protección 
integral contra la violencia de género 
TÍTULO PRELIMINAR 
Artículo 1. Objeto de la Ley. 

1. La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, 
la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas 
por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por 
relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia. 

2. Por esta ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar 
esta violencia y prestar asistencia a las mujeres, a sus hijos menores y a los menores sujetos a su tutela, o 
guarda y custodia, víctimas de esta violencia. 

3. La violencia de género a que se refiere la presente Ley comprende todo acto de violencia física y psicológica, 
incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad. 

4. La violencia de género a que se refiere esta Ley también comprende la violencia que con el objetivo de 
causar perjuicio o daño a las mujeres se ejerza sobre sus familiares o allegados menores de edad por parte 
de las personas indicadas en el apartado primero. 

Artículo 2. Principios rectores. 

A través de esta Ley se articula un conjunto integral de medidas encaminadas a alcanzar los siguientes fines: 

a) Fortalecer las medidas de sensibilización ciudadana de prevención, dotando a los poderes públicos de 
instrumentos eficaces en el ámbito educativo, servicios sociales, sanitario, publicitario y mediático. 

b) Consagrar derechos de las mujeres víctimas de violencia de género, exigibles ante las Administraciones 
Públicas, y así asegurar un acceso rápido, transparente y eficaz a los servicios establecidos al efecto. 

c) Reforzar hasta la consecución de los mínimos exigidos por los objetivos de la ley los servicios sociales de 
información, de atención, de emergencia, de apoyo y de recuperación integral, así como establecer un 
sistema para la más eficaz coordinación de los servicios ya existentes a nivel municipal y autonómico. 

d) Garantizar derechos en el ámbito laboral y funcionarial que concilien los requerimientos de la relación 
laboral y de empleo público con las circunstancias de aquellas trabajadoras o funcionarias que sufran 
violencia de género. 

e) Garantizar derechos económicos para las mujeres víctimas de violencia de género, con el fin de facilitar su 
integración social. 

f) Establecer un sistema integral de tutela institucional en el que la Administración General del Estado, a través 
de la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, en colaboración con el Observatorio 
Estatal de la Violencia sobre la Mujer, impulse la creación de políticas públicas dirigidas a ofrecer tutela a las 
víctimas de la violencia contemplada en la presente Ley. 
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g) Fortalecer el marco penal y procesal vigente para asegurar una protección integral, desde las instancias 
jurisdiccionales, a las víctimas de violencia de género. 

h) Coordinar los recursos e instrumentos de todo tipo de los distintos poderes públicos para asegurar la 
prevención de los hechos de violencia de género y, en su caso, la sanción adecuada a los culpables de los 
mismos. 

i) Promover la colaboración y participación de las entidades, asociaciones y organizaciones que desde la 
sociedad civil actúan contra la violencia de género. 

j) Fomentar la especialización de los colectivos profesionales que intervienen en el proceso de información, 
atención y protección a las víctimas. 

k) Garantizar el principio de transversalidad de las medidas, de manera que en su aplicación se tengan en 
cuenta las necesidades y demandas específicas de todas las mujeres víctimas de violencia de género. 

TÍTULO I Medidas de sensibilización, prevención y detección 
Artículo 3. Planes de sensibilización. 

1. Desde la responsabilidad del Gobierno del Estado y de manera inmediata a la entrada en vigor de esta ley, 
con la consiguiente dotación presupuestaria, se pondrá en marcha un Plan Estatal de Sensibilización y 
Prevención de la Violencia de Género con carácter permanente que como mínimo recoja los siguientes 
elementos: 

a) Que introduzca en el escenario social las nuevas escalas de valores basadas en el respeto de los derechos 
y libertades fundamentales y de la igualdad entre hombres y mujeres, así como en el ejercicio de la tolerancia 
y de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia, todo ello desde la perspectiva de las 
relaciones de género. 

b) Dirigido tanto a hombres como a mujeres, desde un trabajo comunitario e intercultural, incluyendo el 
ámbito de las tecnologías de la información y el digital. 

c) Que contemple un amplio programa de formación complementaria y de reciclaje de los profesionales que 
intervienen en estas situaciones. 

d) Controlado por una Comisión de amplia participación, que se creará en un plazo máximo de un mes, en la 
que se ha de asegurar la presencia de las víctimas y su entorno, las instituciones, los profesionales y de 
personas de reconocido prestigio social relacionado con el tratamiento de estos temas. 

La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, oída la Comisión a la que se refiere el párrafo 
anterior, elaborará el Informe anual de evaluación del Plan Estatal de Sensibilización y Prevención de la 
Violencia de Género y lo remitirá a las Cortes Generales. 

2. Los poderes públicos, en el marco de sus competencias, impulsarán además campañas de información y 
sensibilización específicas con el fin de prevenir la violencia de género. 

3. Las campañas de información y sensibilización contra esta forma de violencia se realizarán de manera que 
se garantice el acceso a las mismas de las personas con discapacidad. 
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CAPÍTULO I En el ámbito educativo 
Artículo 4. Principios y valores del sistema educativo. 

1. El sistema educativo español incluirá entre sus fines la formación en el respeto de los derechos y libertades 
fundamentales y de la igualdad entre hombres y mujeres, así como en el ejercicio de la tolerancia y de la 
libertad dentro de los principios democráticos de convivencia. 

Igualmente, el sistema educativo español incluirá, dentro de sus principios de calidad, la eliminación de los 
obstáculos que dificultan la plena igualdad entre hombres y mujeres y la formación para la prevención de 
conflictos y para la resolución pacífica de los mismos. 

2. La Educación Infantil contribuirá a desarrollar en la infancia el aprendizaje en la resolución pacífica de 
conflictos. 

3. La Educación Primaria contribuirá a desarrollar en el alumnado su capacidad para adquirir habilidades en 
la resolución pacífica de conflictos y para comprender y respetar la igualdad entre sexos. 

4. La Educación Secundaria Obligatoria contribuirá a desarrollar en el alumnado la capacidad para 
relacionarse con los demás de forma pacífica y para conocer, valorar y respetar la igualdad de oportunidades 
de hombres y mujeres. 

5. El Bachillerato y la Formación Profesional contribuirán a desarrollar en el alumnado la capacidad para 
consolidar su madurez personal, social y moral, que les permita actuar de forma responsable y autónoma y 
para analizar y valorar críticamente las desigualdades de sexo y fomentar la igualdad real y efectiva entre 
hombres y mujeres. 

6. La Enseñanza para las personas adultas incluirá entre sus objetivos desarrollar actividades en la resolución 
pacífica de conflictos y fomentar el respeto a la dignidad de las personas y a la igualdad entre hombres y 
mujeres. 

7. Las Universidades incluirán y fomentarán en todos los ámbitos académicos la formación, docencia e 
investigación en igualdad de género y no discriminación de forma transversal. 

Artículo 5. Escolarización inmediata en caso de violencia de género. 

Las Administraciones competentes deberán prever la escolarización inmediata de los hijos que se vean 
afectados por un cambio de residencia derivada de actos de violencia de género. 

Artículo 6. Fomento de la igualdad. 

Con el fin de garantizar la efectiva igualdad entre hombres y mujeres, las Administraciones educativas velarán 
para que en todos los materiales educativos se eliminen los estereotipos sexistas o discriminatorios y para 
que fomenten el igual valor de hombres y mujeres. 

Artículo 7. Formación inicial y permanente del profesorado. 

Las Administraciones educativas adoptarán las medidas necesarias para que en los planes de formación inicial 
y permanente del profesorado se incluya una formación específica en materia de igualdad, con el fin de 
asegurar que adquieren los conocimientos y las técnicas necesarias que les habiliten para: 

a) La educación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales y de la igualdad entre hombres y 
mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia. 
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b) La educación en la prevención de conflictos y en la resolución pacífica de los mismos, en todos los ámbitos 
de la vida personal, familiar y social. La detección precoz de la violencia en el ámbito familiar, especialmente 
sobre la mujer y los hijos e hijas. 

c) El fomento de actitudes encaminadas al ejercicio de iguales derechos y obligaciones por parte de mujeres 
y hombres, tanto en el ámbito público como privado, y la corresponsabilidad entre los mismos en el ámbito 
doméstico. 

Artículo 8. Participación en los Consejos Escolares. 

Se adoptarán las medidas precisas para asegurar que los Consejos Escolares impulsen la adopción de medidas 
educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres. Con el mismo fin, en el Consejo 
Escolar del Estado se asegurará la representación del Instituto de la Mujer y de las organizaciones que 
defiendan los intereses de las mujeres, con implantación en todo el territorio nacional. 

Artículo 9. Actuación de la inspección educativa. 

Los servicios de inspección educativa velarán por el cumplimiento y aplicación de los principios y valores 
recogidos en este capítulo en el sistema educativo destinados a fomentar la igualdad real entre mujeres y 
hombres. 

CAPÍTULO II En el ámbito de la publicidad y de los medios de comunicación 
Artículo 10. Publicidad ilícita. 

De acuerdo con lo establecido en la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, se considerará 
ilícita la publicidad que utilice la imagen de la mujer con carácter vejatorio o discriminatorio. 

Artículo 11. 

El Ente público al que corresponda velar para que los medios audiovisuales cumplan sus obligaciones 
adoptará las medidas que procedan para asegurar un tratamiento de la mujer conforme con los principios y 
valores constitucionales, sin perjuicio de las posibles actuaciones por parte de otras entidades. 

Artículo 12. Titulares de la acción de cesación y rectificación. 

La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, el Instituto de la Mujer u órgano 
equivalente de cada Comunidad Autónoma, el Ministerio Fiscal y las Asociaciones que tengan como objetivo 
único la defensa de los intereses de la mujer estarán legitimados para ejercitar ante los Tribunales la acción 
de cesación de publicidad ilícita por utilizar en forma vejatoria la imagen de la mujer, en los términos de la 
Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad. 

Artículo 13. Medios de comunicación. 

1. Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento estricto de la legislación en lo relativo a la 
protección y salvaguarda de los derechos fundamentales, con especial atención a la erradicación de 
conductas favorecedoras de situaciones de desigualdad de las mujeres en todos los medios de comunicación 
social, de acuerdo con la legislación vigente. 

2. La Administración pública promoverá acuerdos de autorregulación que, contando con mecanismos de 
control preventivo y de resolución extrajudicial de controversias eficaces, contribuyan al cumplimiento de la 
legislación publicitaria. 
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Artículo 14. 

Los medios de comunicación fomentarán la protección y salvaguarda de la igualdad entre hombre y mujer, 
evitando toda discriminación entre ellos. 

La difusión de informaciones relativas a la violencia sobre la mujer garantizará, con la correspondiente 
objetividad informativa, la defensa de los derechos humanos, la libertad y dignidad de las mujeres víctimas 
de violencia y de sus hijos. En particular, se tendrá especial cuidado en el tratamiento gráfico de las 
informaciones. 

CAPÍTULO III En el ámbito sanitario 
Artículo 15. Sensibilización y formación. 

1. Las Administraciones sanitarias, en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, 
promoverán e impulsarán actuaciones de los profesionales sanitarios para la detección precoz de la violencia 
de género y propondrán las medidas que estimen necesarias a fin de optimizar la contribución del sector 
sanitario en la lucha contra este tipo de violencia. 

2. En particular, se desarrollarán programas de sensibilización y formación continuada del personal sanitario 
con el fin de mejorar e impulsar el diagnóstico precoz, la asistencia y la rehabilitación de la mujer en las 
situaciones de violencia de género a que se refiere esta Ley. 

3. Las Administraciones educativas competentes asegurarán que, en los ámbitos curriculares de las 
licenciaturas y diplomaturas, y en los programas de especialización de las profesiones sociosanitarias, se 
incorporen contenidos dirigidos a la capacitación para la prevención, la detección precoz, intervención y 
apoyo a las víctimas de esta forma de violencia. 

4. En los Planes Nacionales de Salud que procedan se contemplará un apartado de prevención e intervención 
integral en violencia de género. 

Artículo 16. Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud. 

En el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud se constituirá, en el plazo de un año 
desde la entrada en vigor de la presente Ley, una Comisión contra la Violencia de Género que apoye 
técnicamente y oriente la planificación de las medidas sanitarias contempladas en este capítulo, evalúe y 
proponga las necesarias para la aplicación del protocolo sanitario y cualesquiera otras medidas que se 
estimen precisas para que el sector sanitario contribuya a la erradicación de esta forma de violencia. 

La Comisión contra la Violencia de Género del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud estará 
compuesta por representantes de todas las Comunidades Autónomas con competencia en la materia. 

La Comisión emitirá un informe anual que será remitido al Observatorio Estatal de la Violencia sobre la Mujer 
y al Pleno del Consejo Interterritorial. 

TÍTULO II Derechos de las mujeres víctimas de violencia de género 
CAPÍTULO I Derecho a la información, a la asistencia social integral y a la asistencia jurídica 
gratuita 
Artículo 17. Garantía de los derechos de las víctimas. 

1. Todas las mujeres víctimas de violencia de género tienen garantizados los derechos reconocidos en esta 
ley, sin que pueda existir discriminación en el acceso a los mismos. 
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2. La información, la asistencia social integral y la asistencia jurídica a las víctimas de la violencia de género, 
en los términos regulados en este capítulo, contribuyen a hacer reales y efectivos sus derechos 
constitucionales a la integridad física y moral, a la libertad y seguridad y a la igualdad y no discriminación por 
razón de sexo. 

3. Los servicios de información y orientación, atención psicosocial inmediata, telefónica y en línea, 
asesoramiento jurídico 24 horas, los servicios de acogida y asistencia social integral, consistentes en 
orientación jurídica, psicológica y social destinadas a las víctimas de violencias contra las mujeres tendrán 
carácter de servicios esenciales. 

En caso de que concurra cualquier situación que dificulte el acceso o la prestación de tales servicios, las 
administraciones públicas competentes adoptarán las medidas necesarias para garantizar su normal 
funcionamiento y su adaptación, si fuera necesario, a las necesidades específicas de las víctimas derivadas de 
la situación de dicha situación excepcional. 

Igualmente, se garantizará el normal funcionamiento y prestación del sistema de seguimiento por medios 
telemáticos del cumplimiento de las medidas cautelares y penas de prohibición de aproximación en materia 
de violencia de género. 

Artículo 18. Derecho a la información. 

1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir plena información y asesoramiento 
adecuado a su situación personal, sin que pueda existir discriminación en el acceso a los mismos, a través de 
los servicios, organismos u oficinas que puedan disponer las administraciones públicas. 

Dicha información comprenderá las medidas contempladas en esta ley relativas a su protección y seguridad, 
y los derechos y ayudas previstos en la misma, así como la referente al lugar de prestación de los servicios de 
atención, emergencia, apoyo y recuperación integral. 

2. Se garantizará, a través de los medios necesarios, que las mujeres con discapacidad víctimas de violencia 
de género tengan acceso integral a la información sobre sus derechos y sobre los recursos existentes. Esta 
información deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las personas con discapacidad, tales 
como lengua de signos u otras modalidades u opciones de comunicación, incluidos los sistemas alternativos 
y aumentativos. 

3. Asimismo, se articularán los medios necesarios para que las mujeres víctimas de violencia de género que 
por sus circunstancias personales y sociales puedan tener una mayor dificultad para el acceso integral a la 
información, tengan garantizado el ejercicio efectivo de este derecho. La información deberá ser accesible 
para las mujeres que desconozcan el castellano o, en su caso, la otra lengua oficial de su territorio de 
residencia. 

Artículo 19. Derecho a la atención integral. 

1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a servicios sociales de atención, de emergencia, 
de apoyo y acogida y de recuperación integral. La organización de estos servicios por parte de las 
comunidades autónomas y las Corporaciones Locales responderá a los principios de atención permanente, 
actuación urgente, especialización de prestaciones y multidisciplinariedad profesional. 

2. La atención multidisciplinar implicará especialmente: 

a) Información a las víctimas. 

b) Atención psicológica. 
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c) Apoyo social. 

d) Seguimiento de las reclamaciones de los derechos de la mujer. 

e) Apoyo educativo a la unidad familiar. 

f) Formación preventiva en los valores de igualdad dirigida a su desarrollo personal y a la adquisición de 
habilidades en la resolución no violenta de conflictos. 

g) Apoyo a la formación e inserción laboral. 

3. Los servicios adoptarán fórmulas organizativas que, por la especialización de su personal, por sus 
características de convergencia e integración de acciones, garanticen la efectividad de los indicados principios, 
asegurando, en todo caso, la disponibilidad, accesibilidad y calidad de los mismos. En todo caso, se procurará 
una distribución territorial equitativa de los servicios y se garantizará su accesibilidad a las mujeres de las 
zonas rurales y otras zonas alejadas. 

4. Estos servicios actuarán coordinadamente y en colaboración con los Cuerpos de Seguridad, los Juzgados 
de Violencia sobre la Mujer, los servicios sanitarios y las instituciones encargadas de prestar asistencia jurídica 
a las víctimas del ámbito geográfico correspondiente. Estos servicios podrán solicitar al órgano judicial las 
medidas urgentes que consideren necesarias. 

5. También tendrán derecho a la asistencia social integral a través de estos servicios sociales los menores que 
se encuentren bajo la patria potestad o guarda y custodia de la persona agredida, o convivan en contextos 
familiares en los que se cometen actos de violencia de género. A estos efectos, los servicios sociales deberán 
contar con personal específicamente formado para atender a los menores, con el fin de prevenir y evitar de 
forma eficaz las situaciones que puedan comportar daños psíquicos y físicos a los menores que viven en 
entornos familiares donde existe violencia de género. En particular, deberán contar con profesionales de la 
psicología infantil para la atención de las hijas e hijos menores víctimas de violencia de género, incluida la 
violencia vicaria. 

6. En los instrumentos y procedimientos de cooperación entre la Administración General del Estado y la 
Administración de las comunidades autónomas en las materias reguladas en este artículo, se incluirán 
compromisos de aportación, por parte de la Administración General del Estado, de recursos financieros 
referidos específicamente a la prestación de los servicios. 

7. Los organismos de igualdad orientarán y valorarán los programas y acciones que se lleven a cabo y emitirán 
recomendaciones para su mejora. 

Artículo 19 bis. Derecho a la atención sanitaria. 

1. El Sistema Público de Salud garantizará a las mujeres víctimas de violencia de género, así como a sus hijos 
e hijas, el derecho a la atención sanitaria, con especial atención psicológica y psiquiátrica, y al seguimiento 
de la evolución de su estado de salud hasta su total recuperación, en lo concerniente a la sintomatología o 
las secuelas psíquicas y físicas derivadas de la situación de violencia sufrida. Asimismo, los servicios sanitarios 
deberán contar con psicólogos infantiles para la atención de los hijos e hijas menores que sean víctimas de 
violencia vicaria. 

2. Estos servicios se prestarán, garantizando la privacidad y la intimidad de las mujeres y el respeto, en todo 
caso, a las decisiones que ellas tomen en relación a su atención sanitaria. 
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3. Asimismo, se establecerán medidas específicas para la detección, intervención y asistencia en situaciones 
de violencia contra mujeres con discapacidad, mujeres con problemas de salud mental, adicciones u otras 
problemáticas u otros casos de adicciones derivadas o añadidas a la violencia. 

Artículo 20. Asistencia jurídica. 

1. Las víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir asesoramiento jurídico gratuito en el momento 
inmediatamente previo a la interposición de la denuncia, y a la defensa y representación gratuitas por 
abogado y procurador en todos los procesos y procedimientos administrativos que tengan causa directa o 
indirecta en la violencia padecida. En estos supuestos, una misma dirección letrada deberá asumir la defensa 
de la víctima, siempre que con ello se garantice debidamente su derecho de defensa. Este derecho asistirá 
también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima, siempre que no fueran partícipes en los 
hechos. En todo caso, se garantizará la defensa jurídica, gratuita y especializada de forma inmediata a todas 
las víctimas de violencia de género que lo soliciten. 

2. En todo caso, cuando se trate de garantizar la defensa y asistencia jurídica a las víctimas de violencia de 
género, se procederá de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/1996, de 10 enero, de Asistencia Jurídica 
Gratuita. 

3. Los Colegios de Abogados, cuando exijan para el ejercicio del turno de oficio cursos de especialización, 
asegurarán una formación específica que coadyuve al ejercicio profesional de una defensa eficaz en materia 
de violencia de género. 

4. Igualmente, los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias para la designación urgente de 
letrado o letrada de oficio en los procedimientos que se sigan por violencia de género y para asegurar su 
inmediata presencia y asistencia a las víctimas. Los Colegios de Procuradores adoptarán las medidas 
necesarias para la designación urgente de procurador o procuradora en los procedimientos que se sigan por 
violencia de género cuando la víctima desee personarse como acusación particular. 

5. El abogado o abogada designado para la víctima tendrá también habilitación legal para la representación 
procesal de aquella hasta la designación del procurador o procuradora, en tanto la víctima no se haya 
personado como acusación conforme a lo dispuesto en el apartado siguiente. Hasta entonces cumplirá el 
abogado o abogada el deber de señalamiento de domicilio a efectos de notificaciones y traslados de 
documentos. 

6. Las víctimas de violencia de género podrán personarse como acusación particular en cualquier momento 
del procedimiento si bien ello no permitirá retrotraer ni reiterar las actuaciones ya practicadas antes de su 
personación, ni podrá suponer una merma del derecho de defensa del acusado. 

CAPÍTULO II Derechos laborales y prestaciones de la Seguridad Social 
Artículo 21. Derechos laborales y de Seguridad Social. 

1. La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, en los términos previstos en el Estatuto de 
los Trabajadores, a la reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica, al 
cambio de centro de trabajo, a la adaptación de su puesto de trabajo y a los apoyos que precise por razón de 
su discapacidad para su reincorporación, a la suspensión de la relación laboral con reserva de puesto de 
trabajo y a la extinción del contrato de trabajo. 

2. En los términos previstos en la Ley General de la Seguridad Social y en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, la suspensión y la 
extinción del contrato de trabajo previstas en el apartado anterior darán lugar a situación legal de desempleo. 
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El tiempo de suspensión se considerará como periodo de cotización efectiva a efectos de prestaciones de 
Seguridad Social y de desempleo. 

3. Las empresas que formalicen contratos de interinidad, para sustituir a trabajadoras víctimas de violencia 
de género que hayan suspendido su contrato de trabajo o ejercitado su derecho a la movilidad geográfica o 
al cambio de centro de trabajo, tendrán derecho a una bonificación del 100 por 100 de las cuotas 
empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, durante todo el período de suspensión de la 
trabajadora sustituida o durante seis meses en los supuestos de movilidad geográfica o cambio de centro de 
trabajo. Cuando se produzca la reincorporación, ésta se realizará en las mismas condiciones existentes en el 
momento de la suspensión del contrato de trabajo, garantizándose los ajustes razonables que se puedan 
precisar por razón de discapacidad. 

4. Las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situación física o psicológica derivada de 
la violencia de género se considerarán justificadas y serán remuneradas, cuando así lo determinen los 
servicios sociales de atención o servicios de salud, según proceda, sin perjuicio de que dichas ausencias sean 
comunicadas por la trabajadora a la empresa a la mayor brevedad. 

5. A las trabajadoras por cuenta propia víctimas de violencia de género que cesen en su actividad para hacer 
efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, se les considerará en situación de cese 
temporal de la actividad en los términos previstos en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, y se les suspenderá la obligación 
de cotización durante un período de seis meses, que les serán considerados como de cotización efectiva a 
efectos de las prestaciones de Seguridad Social. Asimismo, su situación será considerada como asimilada al 
alta. 

A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se tomará una base de cotización equivalente al promedio 
de las bases cotizadas durante los seis meses previos a la suspensión de la obligación de cotizar. 

Artículo 22. Programa específico de empleo. 

1. En el marco de los planes anuales de empleo a los que se refiere el artículo 11 del texto refundido de la Ley 
de Empleo, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, se desarrollará un programa de 
acción específico para las víctimas de violencia de género inscritas como demandantes de empleo. 

Este programa incluirá medidas para favorecer el inicio de una nueva actividad por cuenta propia. 

Artículo 23. Acreditación de situaciones de violencia de género. 

Las situaciones de violencia de género que dan lugar al reconocimiento de los derechos regulados en esta ley 
se acreditarán mediante una sentencia condenatoria por cualquiera de las manifestaciones de la violencia 
contra las mujeres previstas en esta ley, una orden de protección o cualquier otra resolución judicial que 
acuerde una medida cautelar a favor de la víctima, o bien por el informe del Ministerio Fiscal que indique la 
existencia de indicios de que la demandante es víctima de violencia de género. También podrán acreditarse 
las situaciones de violencia contra las mujeres mediante informe de los servicios sociales, de los servicios 
especializados, o de los servicios de acogida de la Administración Pública competente destinados a las 
víctimas de violencia de género, o por cualquier otro título, siempre que ello esté previsto en las disposiciones 
normativas de carácter sectorial que regulen el acceso a cada uno de los derechos y recursos. 

En el caso de víctimas menores de edad, la acreditación podrá realizarse, además, por documentos sanitarios 
oficiales de comunicación a la Fiscalía o al órgano judicial. 
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El Gobierno y las comunidades autónomas, en el marco de la Conferencia Sectorial de Igualdad, diseñarán, 
de común acuerdo, los procedimientos básicos que permitan poner en marcha los sistemas de acreditación 
de las situaciones de violencia de género. 

CAPÍTULO III Derechos de las funcionarias públicas 
Artículo 24. Ámbito de los derechos. 

La funcionaria víctima de violencia de género tendrá derecho a la reducción o a la reordenación de su tiempo 
de trabajo, a la movilidad geográfica de centro de trabajo y a la excedencia en los términos que se determinen 
en su legislación específica. 

Artículo 25. Justificación de las faltas de asistencia. 

Las ausencias totales o parciales al trabajo motivadas por la situación física o psicológica derivada de la 
violencia de género sufrida por una mujer funcionaria se considerarán justificadas en los términos que se 
determine en su legislación específica. 

Artículo 26. Acreditación de las situaciones de violencia de género ejercida sobre las 
funcionarias. 

La acreditación de las circunstancias que dan lugar al reconocimiento de los derechos de movilidad geográfica 
de centro de trabajo, excedencia, y reducción o reordenación del tiempo de trabajo, se realizará en los 
términos establecidos en el artículo 23. 

CAPÍTULO IV Derechos económicos 
Artículo 27. Ayudas sociales. 

1. Cuando las víctimas de violencia de género careciesen de rentas superiores, en cómputo mensual, al 75 
por 100 del salario mínimo interprofesional, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias, 
recibirán una ayuda de pago único, siempre que se presuma que debido a su edad, falta de preparación 
general o especializada y circunstancias sociales, la víctima tendrá especiales dificultades para obtener un 
empleo y por dicha circunstancia no participará en los programas de empleo establecidos para su inserción 
profesional. 

2. El importe de esta ayuda será equivalente al de seis meses de subsidio por desempleo. Cuando la víctima 
de la violencia ejercida contra la mujer tuviera reconocida oficialmente una discapacidad en grado igual o 
superior al 33 por 100, el importe será equivalente a doce meses de subsidio por desempleo. 

3. Estas ayudas, financiadas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, serán concedidas por las 
Administraciones competentes en materia de servicios sociales. En la tramitación del procedimiento de 
concesión, deberá incorporarse informe del Servicio Público de Empleo referido a la previsibilidad de que por 
las circunstancias a las que se refiere el apartado 1 de este artículo, la aplicación del programa de empleo no 
incida de forma sustancial en la mejora de la empleabilidad de la víctima. 

La concurrencia de las circunstancias de violencia se acreditará de conformidad con lo establecido en el 
artículo 23 de esta Ley. 

4. En el caso de que la víctima tenga responsabilidades familiares, su importe podrá alcanzar el de un período 
equivalente al de 18 meses de subsidio, o de 24 meses si la víctima o alguno de los familiares que conviven 
con ella tiene reconocida oficialmente una minusvalía en grado igual o superior al 33 por 100, en los términos 
que establezcan las disposiciones de desarrollo de la presente Ley. 
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5. Estas ayudas serán compatibles con cualquiera de las previstas en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de 
Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, así como con cualquier otra 
ayuda económica de carácter autonómico o local concedida por la situación de violencia de género. 

Artículo 28. Acceso a la vivienda y residencias públicas para mayores. 

Las mujeres víctimas de violencia de género serán consideradas colectivos prioritarios en el acceso a viviendas 
protegidas y residencias públicas para mayores, en los términos que determine la legislación aplicable. 

CAPÍTULO V Derecho a la reparación 
Artículo 28 bis. Alcance y garantía del derecho. 

Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la reparación, lo que comprende la compensación 
económica por los daños y perjuicios derivados de la violencia, las medidas necesarias para su completa 
recuperación física, psíquica y social, las acciones de reparación simbólica y las garantías de no repetición. 

Artículo 28 ter. Medidas para garantizar el derecho a la reparación. 

1. Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la reparación, lo que comprende la indemnización a 
la que se refiere el apartado siguiente, las medidas necesarias para su completa recuperación física, psíquica 
y social, las acciones de reparación simbólica y las garantías de no repetición. 

2. Las administraciones públicas asegurarán que las víctimas tengan acceso efectivo a la indemnización que 
corresponda por los daños y perjuicios, que deberá garantizar la satisfacción económicamente evaluable de, 
al menos, los siguientes conceptos: 

a) El daño físico y psicológico, incluido el daño moral y el daño a la dignidad. 

b) La pérdida de oportunidades, incluidas las oportunidades de educación, empleo y prestaciones sociales. 

c) Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante. 

d) El daño social, entendido como el daño al proyecto de vida. 

e) El tratamiento terapéutico, social y de salud sexual y reproductiva. 

3. La indemnización será satisfecha por la o las personas civil o penalmente responsables, de acuerdo con la 
normativa vigente. 

4. Las administraciones públicas garantizarán la completa recuperación física, psíquica y social de las víctimas 
a través de la red de recursos de atención integral previstos en el Título II. Asimismo, con el objetivo de 
garantizar la recuperación simbólica, promoverán el restablecimiento de su dignidad y reputación, la 
superación de cualquier situación de estigmatización y el derecho de supresión aplicado a buscadores en 
Internet y medios de difusión públicos. 

Asimismo, las administraciones públicas podrán establecer ayudas complementarias destinadas a las víctimas 
que, por la especificidad o gravedad de las secuelas derivadas de la violencia, no encuentren una respuesta 
adecuada o suficiente en la red de recursos de atención y recuperación. En particular, dichas víctimas podrán 
recibir ayudas adicionales para financiar los tratamientos sanitarios adecuados, incluyendo los tratamientos 
de reconstrucción genital femenina, si fueran necesarios. 
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5. Con el objetivo de cumplir las garantías de no repetición, las administraciones públicas, en el marco de sus 
respectivas competencias, impulsarán las medidas necesarias para que las víctimas cuenten con protección 
efectiva ante represalias o amenazas. 

6. Las administraciones públicas promoverán, a través de homenajes y de acciones de difusión pública, el 
compromiso colectivo frente a la violencia contra las mujeres y el respeto por las víctimas. 

 

Actualitzat a data de 22 de setembre. 

Recorda revisar-lo de nou: Sis mesos abans de la primera prova. O, si la prova es convoca amb menys de 
sis mesos, quan acabe el termini de sol·licituds. Així t’asseguraràs que el temari està al dia. 
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